El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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SENTENCIA JUDICIAL COMO TÍTULO EJECUTIVO / CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE COLOMBIA Y ESPAÑA /  DIRECTRICES INTERNAS NO IMPIDEN CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA JUDICIAL / REVOCA - . De conformidad con lo establecido en la Ley 1112 de 27 de diciembre de 2006, por medio de la cual el Congreso de la República aprobó el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Colombia y el Reino de España”, los Estados firmantes se comprometieron a cooperar en el ámbito de la seguridad social, de manera tal que los trabajadores de ambos Estados que ejerzan o hayan ejercido una actividad laboral en el otro, puedan sumar los tiempos cotizados en ambos países en orden a reunir los requisitos previstos para acceder al derecho. 

(…)
La citada administradora, en cumplimiento de la orden judicial y, luego de adelantar los trámites que corresponden al caso, expidió la Resolución GNR 238017 de 2016, en la que negó la prestación económica pretendida por el señor Luis Alberto Orozco García, al evidenciar que éste no reúne los requisitos establecidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por la Ley 797 de 2003, dado que para el año 2014, debía acreditar un total de 1.275 semanas y sólo cuenta con 1.105.  El análisis de la acreditación de los requisito previstos en el Acuerdo 049 de 1990, lo omitió en cumplimento a la Circular Interna No 8 del 30 de abril de 2014 que establece que las prestaciones económicas solicitadas con fundamento en el citado convenio bilateral deben regularse por las disposiciones establecidas en la ley 100 de 1993, con sus posteriores modificaciones.

De acuerdo con lo analizado emerge evidente que Colpensiones no ha dado cumplimiento al fallo que sirve de recaudo ejecutivo, pues es claro que no realizó el estudio del caso bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, orden que no podía desatender el funcionario encargado de decidir el asunto, so pretexto de dar cumplimiento a directrices internas, que no sirven para oponerse al cumplimiento de providencias judiciales.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintitrés de marzo de dos mil dieciocho
Acta número ___ del 23 de marzo de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día 1º de noviembre de 2016, dentro del proceso ejecutivo laboral, que el señor LUIS ALBERTO OROZCO GARCIA promueve contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2012-00908-02.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Dentro del proceso ordinario laboral adelantado por el señor Luis Alberto Orozco García el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, profirió sentencia negando las pretensiones de la acción, consistentes en el reconocimiento de la condición de beneficiario del régimen y como consecuencia de dicha declaración le fuera concedida la pensión de vejez a partir del 20 de diciembre de 2010.

Esta decisión, en su parte resolutiva, fue adicionada en providencia de fecha 5 de diciembre de 2014, proferida por la Sala original de Decisión Laboral, para, a pesar de ella, ordenar a Colpensiones iniciar  los trámites de la pensión de vejez del Sr. Luis Alberto Orozco García ante el Reino de España en los términos y en la forma establecida en la ley 1112 de 2006 y el Acuerdo administrativo del 28 de enero de 2008, con el fin de establecer si hay lugar al reconocimiento de la pensión de vejez sumando las cotizaciones efectuadas en España, teniendo como marco normativo el Acuerdo 049 de 1990 o la Ley que al caso corresponda.

Mediante acción ejecutiva a continuación del proceso ordinario, la parte actora solicitó que se librara mandamiento ejecutivo en su favor y como consecuencia se ordenara  a Colpensiones dar cumplimiento a la orden proferida por esta Corporación, petición a la que accedió el Juzgado en providencia de fecha 27 de mayo de 2015 –fl 116 a 117-.
Una vez notificado el mandamiento de pago, Colpensiones propuso como excepción la que denominó “FALTA DE EXIGIBILIDAD DEL TÍTULO EJECUTIVO”, la cual fue declara no probada en audiencia celebrada el día 14 de septiembre de 2015.
Fijadas las agencias en derecho y liquidadas y aprobadas las costas del proceso ejecutivo, la entidad ejecutada aportó la Resolución No GNR238017 de 2016, por medio de la cual dio cumplimiento a la orden judicial procediendo a negar la pensión de vejez solicitada por el actor, en consideración a que no fueron acreditados los requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993, sin que fuera posible analizar el caso concreto bajo los lineamientos de Acuerdo 049 de 1990 en cumplimiento de la Circular Interna No 8 de 30 de abril de 2014, en la que se estableció que no habría lugar a reconocer pensiones de vejez conforme del régimen de transición. 
En providencia de fecha 1º de noviembre de 2016 el juzgado de conocimiento ordenó el archivo del expediente al considerar que con la expedición del citado acto administrativo Colpensiones dio cumplimiento a la orden judicial.
Inconforme con la decisión la parte ejecutante la apeló haciendo notar que la sentencia proferida por esta Corporación ordenó el estudio de la prestación de conformidad con lo establecido en el Acuerdo 049 de 1990, lo cual no hizo la ejecutada, por lo tanto no hay lugar a ordenar el archivo del expediente.   
CONSIDERACIONES

1. DE LA SENTENCIA COMO TÍTULO EJECUTIVO.
De conformidad con los artículos 334 y 335 del C.P.C. aplicables por remisión analógica del artículo 145 del C.P.T y de la S.S., se podrá adelantar proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral, con el objeto de exigir el cumplimiento de la sentencia proferida a través de éste último, una vez ésta se encuentre ejecutoriada. 
En ese sentido, prevén las mencionadas normas que para proferirse el mandamiento de pago es preciso que las pretensiones del proceso ejecutivo sean concordantes con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia condenatoria del ordinario laboral.
2. CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA.

De conformidad con lo establecido en la Ley 1112 de 27 de diciembre de 2006, por medio de la cual el Congreso de la República aprobó el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Colombia y el Reino de España”, los Estados firmantes se comprometieron a cooperar en el ámbito de la seguridad social, de manera tal que los trabajadores de ambos Estados que ejerzan o hayan ejercido una actividad laboral en el otro, puedan sumar los tiempos cotizados en ambos países en orden a reunir los requisitos previstos para acceder al derecho, que para el caso de que la prestación se reconozca en Colombia, la legislación aplicable es la “relativa a las prestaciones económicas dispuestas en el Sistema General de Pensiones (Prima Media con Prestación Definida y Ahorro Individual con Solidaridad), en cuanto a vejez, invalidez y sobrevivientes, de origen común.”  -ordinal b) numeral 1º artículo 2º-.
3. CASO CONCRETO
En el presenta asunto el ejecutante reprocha la decisión de primer grado de dar por terminado el presente proceso ejecutivo, por cumplimiento total de la obligación.

Lo primero que debe precisarse es que la sentencia de segundo grado que sirve como título ejecutivo en el presente asunto, impuso a Colpensiones la obligación expresa de adelantar los trámites previstos en la Ley 1112 de 2006 y el Acuerdo administrativo del 28 de enero de 2008, para establecer si hay lugar al reconocimiento de la pensión de vejez al actor, contabilizando las cotizaciones realizada en España, teniendo como marco normativo el Acuerdo 049 de 1990 o la disposición que corresponda al caso concreto.

La citada administradora, en cumplimiento de la orden judicial y, luego de adelantar los trámites que corresponden al caso, expidió la Resolución GNR 238017 de 2016, en la que negó la prestación económica pretendida por el señor Luis Alberto Orozco García, al evidenciar que éste no reúne los requisitos establecidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por la Ley 797 de 2003, dado que para el año 2014, debía acreditar un total de 1.275 semanas y sólo cuenta con 1.105.  El análisis de la acreditación de los requisito previstos en el Acuerdo 049 de 1990, lo omitió en cumplimento a la Circular Interna No 8 del 30 de abril de 2014 que establece que las prestaciones económicas solicitadas con fundamento en el citado convenio bilateral deben regularse por las disposiciones establecidas en la ley 100 de 1993, con sus posteriores modificaciones.

De acuerdo con lo analizado emerge evidente que Colpensiones no ha dado cumplimiento al fallo que sirve de recaudo ejecutivo, pues es claro que no realizó el estudio del caso bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, orden que no podía desatender el funcionario encargado de decidir el asunto, so pretexto de dar cumplimiento a directrices internas, que no sirven para oponerse al cumplimiento de providencias judiciales.

Más allá de la discusión que surja en torno a la interpretación dada por Colpensiones al convenio de seguridad social colombo-español, respecto a la normatividad que debe regular las solicitudes de los afiliados que buscan su aplicación, lo cierto es que en el presente asunto, la orden impartida en esta Sede el 13 de julio de 2016, fue cumplida de manera parcial por la administradora del régimen de prima media, conforme se indicó con anterioridad.

Consecuente con lo expuesto, se revocará la orden de archivo impartida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito mediante providencia de fecha 1º de noviembre de 2016 y en su lugar se dispondrá la continuidad del trámite ejecutivo, en orden a lograr la satisfacción total de la obligación contenida en el mandamiento de pago librado el 27 de mayo de 2015 –fls 116 a 1167-, que entre otras cosas incluye las costas que se generen en el presente proceso.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR la providencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 1º de noviembre de 2016 para en su lugar, DISPONER la continuidad de la presente acción ejecutiva hasta que se encuentre totalmente satisfecha la obligación contenida en el mandamiento de pago.
SEGUNDO.- REMITIR el proceso al juzgado de origen, para lo de su competencia.
Costas en esta instancia no se causaron.

Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                                                              Salva Voto

6

